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lución judicial, dado que, como advierte el Abogado del
Estado, el diverso trato responde a que las situaciones
jurídicas consideradas son diferentes. En efecto, parece
evidente que la convivencia como obligación jurídica es
uno de los elementos que ha tenido en cuenta el legis-
lador en el ámbito tributario, al igual que en otros sec-
tores del Ordenamiento (así, en el art. 3.2 de la Ley
1/1996, de 10 de enero, de asistencia jurídica gratuita),
a la hora de delimitar quiénes integran las unidades fami-
liares a las que se permite optar por la tributación con-
junta. Y mientras que los padres casados y no separados
«están obligados a vivir juntos» (art. 68 CC), y se presume
legalmente que así lo hacen (art. 69 CC), debiendo tener
en su compañía a los hijos bajo su potestad (art. 154.1
CC), por el contrario, «la sentencia de separación produce
la suspensión de la vida común de los casados» (art.
83 CC), y los hijos pueden convivir solamente con uno
de los cónyuges separados (arts. 91 y ss CC, y art. 156
CC). Al ser efecto característico de la separación legal
el cese de la convivencia de los esposos, resulta razo-
nable que la LIRPF únicamente autorice al cónyuge sepa-
rado a acumular sus rentas con las de los hijos con
los que conviva.

Desde luego, como apunta el Ministerio Público, es
posible que quienes están casados, aun manteniendo
la convivencia, decidan «por razones de exclusiva con-
veniencia tributaria» o cualesquiera otras separarse legal-
mente. Y tampoco es inimaginable que, debido a la esca-
sa cuantía de las rentas de los miembros de una familia,
y a que la ley no obliga a acumular las de quienes no
están unidos por el vínculo matrimonial, el sujeto pasivo
pueda tributar en estos casos por una cifra inferior a
la que correspondería si, estando casado, optara por efec-
tuar la declaración conjunta. Semejante eventualidad,
sin embargo, como señalamos en la STC 47/2001: «no
permite afirmar que la LIRPF discrimina a los sujetos
pasivos casados frente a quienes no lo están». «Pues,
para que el art. 14 CE resulte vulnerado por el legislador,
no basta con que en situaciones puntuales, al margen
de los objetivos perseguidos por la Ley, determinados
sujetos pasivos, con un determinado nivel de renta, pue-
dan verse ocasionalmente beneficiados en su declara-
ción del IRPF por el hecho de no mantener una relación
matrimonial. Como hemos señalado en diversas ocasio-
nes, las leyes “en su pretensión de racionalidad se pro-
yectan sobre la normalidad de los casos, sin que baste
la aparición de un supuesto no previsto para determinar
su inconstitucionalidad” (SSTC 73/1996, de 30 de abril,
FJ 5; y 289/2000, de 30 de noviembre, FJ 6). Por el
contrario, la discriminación denunciada sólo podría apre-
ciarse si un análisis de la regulación del IRPF llevara
a la conclusión de que la Ley establece un régimen tri-
butario más gravoso en su conjunto para los sujetos
pasivos casados que para quienes no lo están, en aten-
ción, precisamente, a su vínculo matrimonial. Pero nada
de esto puede deducirse ni del art. 87 LIRPF, que ...
establece expresamente la posibilidad de que los cón-
yuges no separados legalmente opten por el régimen
de tributación conjunta cuando lo estimen conveniente,
ni del resto de los preceptos de la Ley 18/1991, que
regulan los elementos que inciden en la cuantificación
del IRPF sin atender en absoluto al estado civil de los
sujetos pasivos» (FJ 7).

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Cons-
titucional, POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN
DE LA NACIÓN ESPAÑOLA,

Ha decidido

Desestimar la demanda de amparo presentada por
don Federico López López.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado».

Dada en Madrid, a veintinueve de octubre de dos
mil uno.—Carles Viver Pi-Sunyer.—Rafael de Mendizábal
Allende.—Julio Diego González Campos.—Tomás S. Vives
Antón.—Vicente Conde Martín de Hijas.—Guillermo Jimé-
nez Sánchez.—Firmado y rubricado.

22344 Sala Segunda. Sentencia 213/2001, de 29
de octubre de 2001. Recurso de amparo
1066/99. Promovido por don Silvestre Hur-
tado Palomero frente a los Autos de la Sala
Tercera del Tribunal Supremo que denegaron
su solicitud de nombramiento de Abogado y
Procurador de oficio y declararon desierto su
recurso de casación en un contencioso sobre
adaptación de contadores.
Supuesta vulneración del derecho a la tutela
judicial efectiva (acceso al recurso legal): Inad-
misión de recurso de casación por un fun-
damento distinto al impugnado en amparo.

La Sala Segunda del Tribunal Constitucional, com-
puesta por don Carles Viver Pi-Sunyer, Presidente; don
Rafael de Mendizábal Allende, don Julio Diego González
Campos, don Tomás S. Vives Antón, don Vicente Conde
Martín de Hijas y don Guillermo Jiménez Sánchez, Magis-
trados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 1066/99, interpuesto
por don Silvestre Hurtado Palomero, representado por
la Procuradora doña Gracia Martos Martínez y defendido
por el Letrado don Emilio E. Viudes de Carlos, contra
los Autos de 25 de mayo de 1998 y 18 de enero de
1999 de la Sala Tercera del Tribunal Supremo que denie-
gan tramitar la solicitud de nombramiento de Abogado
y Procurador de oficio y declaran desierto el recurso
de casación preparado frente a Sentencia de 28 de
diciembre de 1997 de la Sala de lo Contencioso-Ad-
ministrativo del Tribunal Superior de Justicia de la Comu-
nidad Valenciana. Ha intervenido el Ministerio Fiscal y
ha sido Ponente el Magistrado don Tomás S. Vives Antón,
quien expresa el parecer de la Sala.

I. Antecedentes

1. Por escrito que tuvo entrada en el Registro de
este Tribunal el día 9 de marzo de 1999, don Silvestre
Hurtado Palomero manifestó su deseo de interponer
recurso de amparo, solicitando al propio tiempo el nom-
bramiento de sendos profesionales, Abogado y Procu-
rador, del turno de oficio, previa suspensión del plazo
para su formulación.

Por diligencia de ordenación del Secretario de Justicia
de la Sala Segunda de este Tribunal, de fecha 15 de
abril de 1999, se acuerda, de conformidad con lo dis-
puesto en el art. 50.5 LOTC, conceder al recurrente el
plazo de diez días a fin de que aporte copia de la reso-
lución judicial que se propone recurrir en amparo y acre-
dite haber solicitado la concesión del beneficio de justicia
gratuita. Acreditados ambos extremos, se dicta diligencia
de ordenación de la Sala Segunda, de fecha 27 de mayo
de 1999, acordando dirigir atenta comunicación a los
correspondientes Colegios profesionales, a fin de que
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designen, si procede, Abogado y Procurador del turno
de oficio que defienda y represente, respectivamente,
al recurrente en amparo, acompañándose a dicha comu-
nicación los documentos remitidos por el interesado.

2. Designados los profesionales, y otorgado el tér-
mino de veinte días para la formalización de la demanda
de amparo por diligencia de ordenación de fecha 4 de
junio de 1999, la demanda se presenta en fecha 9 de
julio de 1999 y se fundamenta, en síntesis, en los siguien-
tes hechos:

a) El actual demandante de amparo presentó escrito
preparando recurso de casación contra la Sentencia dic-
tada el 28 de diciembre de 1997 por la Sección Tercera
de la Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal
Superior de Justicia de la Comunidad Valenciana en el
recurso núm. 13/95. En el mencionado escrito de pre-
paración del recurso los profesionales designados del
turno de oficio que intervinieron en el proceso a quo
renunciaron a la representación y defensa del actor por
carecer de habilitación en Madrid, al tiempo que soli-
citaban la designación al recurrente de Abogado y Pro-
curador adscritos a los correspondientes Colegios pro-
fesionales, por tener aquél reconocido en la instancia
el derecho de asistencia jurídica gratuita.

b) Emplazado el recurrente para interponer el recur-
so de casación el día 8 de abril de 1998, venciendo
el plazo al efecto concedido el siguiente 19 de mayo,
con fecha 7 de mayo reiteró el recurrente su petición
de que se le designasen Abogado y Procurador.

c) La Sala Tercera (Sección Primera) del Tribunal
Supremo, respondió mediante Auto de 25 de mayo de
1998, en el que acordaba no acceder a lo interesado
y declarar desierto el recurso con el fundamento de que
se había solicitado Abogado y Procurador transcurrido
el plazo que establece el art. 1708.2 LEC, pues tal soli-
citud ha de evacuarse dentro de los diez primeros días
del emplazamiento, al ser de aplicación supletoria a la
casación contencioso-administrativa tal precepto, y habi-
da cuenta de que, además, había transcurrido el plazo
concedido para formular el escrito de interposición.

d) Recurrido en súplica el anterior Auto por el
demandante, sin firma de Abogado ni de Procurador,
el recurso fue admitido a trámite por la Sala Tercera
y resuelto mediante Auto desestimatorio, de fecha 18
de enero de 1999, en el que a las razones ya expresadas
se añade que la aplicación del art. 1708.2 LEC impide
atribuir eficacia a la primera solicitud de Abogado y Pro-
curador, formulada en el escrito de preparación del recur-
so en su día remitido por el Tribunal Superior de Justicia
de la Comunidad Valenciana.

3. En la demanda de amparo se entiende, con cita
del art. 24.1 CE, que esos dos Autos del Tribunal Supre-
mo vulneran el derecho a la tutela judicial efectiva en
su vertiente concreta de acceso a los recursos legal-
mente previstos así como diversas normas procedimen-
tales. En virtud de ello se solicita la anulación de las
resoluciones judiciales impugnadas, el reconocimiento
del derecho a la tutela judicial efectiva y la retroacción
de lo actuado en el recurso de casación al momento
procesal inmediatamente anterior al del Auto en cues-
tión. También se solicita la suspensión de la ejecución
de las resoluciones judiciales impugnadas, cuya aplica-
ción causaría un perjuicio manifiesto, grave e irreversible
que haría perder al recurso de amparo su finalidad.
Mediante escrito presentado el 9 de agosto de 1999
se reitera dicha petición de suspensión.

4. La Sala, en providencia de 4 de noviembre de
1999, acuerda admitir a trámite el recurso de amparo
y dirigir comunicación a los órganos judiciales a fin de

que, en plazo de diez días, remitiesen certificación o
fotocopia adverada de las actuaciones correspondientes
al recurso de casación 3791/98 y el recurso conten-
cioso-administrativo núm. 13/95 y al propio tiempo
emplazasen a quienes hubieran sido parte en el proceso
de que trae causa el presente proceso constitucional.

5. Asimismo, por providencia de 4 de noviembre
de 1999, se acordó formar la oportuna pieza de sus-
pensión y, conforme a lo dispuesto en el art. 56 LOTC,
conceder un plazo común de tres días a las partes para
que alegaran lo que estimasen pertinente acerca de
dicho extremo. Mediante sendos escritos de fechas 19
y 25 de noviembre de 1999 el recurrente en amparo
y el Ministerio Fiscal presentaron sus alegaciones en
el incidente de suspensión, reiterando el demandante
lo solicitado y expuesto en su escrito de demanda acerca
de la pertinencia de dicha medida cautelar y manifes-
tando el Ministerio Fiscal su oposición al otorgamiento
de la suspensión de la resolución impugnada en esta
sede, dado el carácter de la resolución afectada por el
recurso de casación cuya interposición se intenta, y visto
que lo que se pide es la suspensión de una resolución
denegatoria del acceso al recurso, por lo que acceder
a tal petición no provoca beneficio alguno al recurrente.
Mediante Auto de 13 de marzo de 2000 la Sala acuerda
denegar la suspensión solicitada.

6. Por diligencia de ordenación de 3 de mayo de
2000 se acuerda dar vista de las actuaciones judiciales
recibidas a la parte recurrente y al Ministerio Fiscal, por
plazo común de veinte días, para que formulen las ale-
gaciones que estimen oportunas, conforme determina
el art. 52.1 LOTC.

7. Mediante escrito presentado en fecha 31 de
mayo de 2000 el Ministerio Fiscal interesa la estimación
del recurso de amparo. Tras una exposición sintética
de los hechos alega el Ministerio Público que constituye
doctrina constitucional reiterada aquélla que señala que
la tutela judicial efectiva opera con diferente intensidad
cuando se trata —como aquí ocurre— de un problema
de acceso a los recursos que cuando se refiere al acceso
inicial al proceso (por todas STC 58/1995). Tal juris-
prudencia viene fundada en varios factores: en primer
término, porque en estos casos ya ha existido al menos
un pronunciamiento judicial sobre el objeto del proceso
—que, en el presente caso, se ha traducido en una reso-
lución desestimatoria del fondo de la pretensión—; en
segundo lugar porque —salvo en el proceso penal— el
legislador es libre de configurar el sistema de recursos:
si puede disponer que contra determinadas sentencias
no quepa recurso alguno —como sucede, por ejemplo,
por razón de la cuantía—, con mayor razón puede some-
ter la admisibilidad de un recurso al cumplimiento de
determinados requisitos formales —e incluso de conte-
nido— del correspondiente escrito de preparación o inter-
posición. Al tratarse, por tanto, de una configuración
legal del sistema de recursos, la interpretación de sus
requisitos es materia de legalidad ordinaria —en que no
rige necesariamente el principio de interpretación más
favorable—, que, en consecuencia, incumbe a los Jueces
y Tribunales, y, con más razón, al Tribunal Supremo,
que es el órgano que culmina la organización judicial
española. Por ello este Tribunal ha declarado asimismo
que su única competencia en esta materia se limita a
comprobar que no se ha inadmitido un recurso mediante
una resolución radicalmente formalista; en definitiva, sin
una auténtica base legal.

Teniendo en cuenta esta constante doctrina, y el con-
tenido de los Autos recurridos, entiende el Fiscal que
es procedente otorgar el amparo solicitado; porque, cier-
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tamente el artículo 1708.2 LEC —supletoria en este pun-
to de la Ley reguladora de la Jurisdicción Contencio-
so-Administrativa— dispone que, si la designación de
Abogado y Procurador no puede hacerse —por parte de
quien goza de la situación de justicia gratuita— en el
escrito de comparecencia o de interposición, dentro de
los diez primeros días del emplazamiento, solicitará de
la Sala Primera del Tribunal Supremo, y así habrá de
acordarlo ésta, que se dirija al Colegio de Abogados
para que designe dos de ellos y al de Procuradores para
que designe al que corresponda, pero considera el Fiscal
que dicha norma no puede convertirse en obstáculo
insalvable para la casación cuando ya en el escrito de
preparación se realiza dicha solicitud, que es conocida
por la Sala Tercera del Tribunal Supremo, y se mani-
fiestan las razones por las que ni el Abogado ni el Pro-
curador podrán intervenir ante el Tribunal Supremo. En
este punto cabe recordar que el art. 7 de la Ley de
Asistencia Jurídica Gratuita dispone que «cuando la com-
petencia para el conocimiento de los recursos a los que
se refiere el apartado anterior corresponda a un órgano
jurisdiccional cuya sede se encuentre en distinta loca-
lidad, el Juzgado o Tribunal, una vez recibido el expe-
diente judicial, requerirá a los respectivos Colegios la
designación de Abogado y Procurador de oficio ejercien-
tes en dicha sede jurisdiccional», lo que completa la regu-
lación del apartado anterior de dicho artículo, en el sen-
tido de que el derecho a la asistencia jurídica gratuita
se mantendrá para la interposición y sucesivos trámites
de los recursos contra las resoluciones que pongan fin
al proceso en la correspondiente instancia.

No corresponde al Tribunal Constitucional determinar
si la norma del artículo 1708.2 LEC ha sido derogada
—tácitamente— o no por la Ley de Asistencia Jurídica
Gratuita, basta con entender que sus previsiones lo son
para aquellos casos en que, habiéndose obtenido dicho
beneficio en la instancia, no consta manifestación alguna
de solicitud de nombramiento de Abogado y Procurador
de oficio para la casación, pero que si dicha solicitud
se ha efectuado en el escrito de preparación no tiene
razón de ser dicha norma que, por otra parte, generaría
situaciones de desigualdad si el Abogado y Procurador
que intervinieron en la instancia estuviesen habilitados
para la interposición del recurso de casación. Al no inter-
pretarlo así, la Sala Tercera del Tribunal Supremo ha
acudido a una interpretación formalista —ciertamente
basada en la redacción literal de la norma—, pero no
acorde con la finalidad de la asistencia jurídica gratuita,
y, en consecuencia, se ha producido la lesión consti-
tucional denunciada.

En este punto se ha de considerar indiferente —con-
tinúa el Ministerio Fiscal— que dicha Sala aluda, en tér-
minos condicionales, a la concurrencia de otra causa
de inadmisión, porque esta última no es la que determina
realmente la resolución dictada. Finalmente tampoco se
puede dar relevancia a la referencia que se hace al hecho
de que el demandante estuviese asistido —y, en con-
secuencia, asesorado—, en la instancia: si el Letrado y
Procurador hubiesen sido designados directamente por
aquél podría afirmarse que el asesoramiento técnico
prestado por profesionales en la instancia determina que
cualquier omisión de éstos deba repercutirse en el defen-
dido, ya que se trata de una relación de arrendamiento
de servicios propia del Derecho privado; pero la asis-
tencia jurídica gratuita es, en realidad, un servicio públi-
co, consecuencia de la previsión del art. 119 CE, que
conlleva, por regla general, la designación de Abogado
y Procurador, no por el propio interesado, sino mediante
un turno vigente en los correspondientes Colegios pro-
fesionales; el hecho de que el Estado opte por recurrir
a éstos y no por crear los correspondientes cuerpos de
defensores públicos no debe obstar a aquella calificación;

en definitiva, la relación prestada por estos profesionales
no se basa en la confianza jurídica, sino en un auténtico
acto de autoridad y, en consecuencia, al menos en deter-
minados casos, las situaciones de indefensión que se
produzcan al interesado pueden ser atribuidas a los pode-
res públicos; este factor determina, a juicio del Ministerio
Público, un reforzamiento de la idea de que el Tribunal
Supremo debió velar por la designación precisa para
la interposición del recurso.

En virtud de todo ello el Fiscal interesa la estimación
del presente recurso de amparo, de modo que se declare
que los Autos de la Sala Tercera del Tribunal Supremo
de 25 de mayo de 1998 y 28 de enero de 1999 han
lesionado el derecho del demandante a la tutela judicial
efectiva, se anulen dichos Autos, y se retrotraiga el pro-
cedimiento al momento en que debió proveerse a la
designación de Abogado y Procurador de oficio.

8. Doña María Gracia Martos Martínez, en nombre
y representación de don Silvestre Hurtado Palomero, pre-
sentó escrito de alegaciones en fecha 2 de junio de
2000, en el que reitera lo expuesto y solicitado en su
escrito de demanda de amparo. Insiste el recurrente en
que ha existido vulneración del derecho a la tutela judicial
efectiva reconocido en el art. 24.1 CE, causándole inde-
fensión, por haber sido dictado el Auto impugnado sin
haber sido emplazado el recurrente, determinando así,
por un lado la negación de los profesionales a los que
tenía derecho para plantear el recurso de casación, y
por otro y como consecuencia, la declaración del recurso
como desierto, convirtiéndose con ello la Sentencia
recurrida en firme, sin haber dado oportunidad de
recurrirla. El recurrente ha resultado así perjudicado por
el citado Auto de archivo, al impedírsele continuar con
el procedimiento contencioso que había iniciado y negár-
sele la posibilidad de comparecer en el procedimiento
asistido de los profesionales correspondientes. La Cons-
titución, en su art. 24, apartados 1 y 2, continúa el
demandante de amparo, incluye entre sus garantías la
protección del derecho de todo posible litigante o encau-
sado a ser oído y a disponer de todas las posibilidades
de oposición y defensa en juicio y que, de no ser así,
supuesto un impedimento no legal, o legal, pero no atem-
perado a una aplicación razonable, se causaría indefen-
sión susceptible de amparo constitucional, al no gozar
la parte impedida u obstaculizada de los mismos dere-
chos que la contraria. Los actos de comunicación pro-
cesal tienen especial trascendencia para la efectividad
del derecho a la tutela judicial efectiva, siendo su objeto
garantizar que todas aquellas personas que puedan resul-
tar afectadas por lo resuelto en un proceso judicial ten-
gan la posibilidad de acceder al mismo y a los recursos
legalmente establecidos, en condiciones para ser oídas
y ejercer la defensa de sus derechos e intereses legí-
timos. Pues bien, insiste, en este caso ha existido lesión
del derecho a la tutela judicial efectiva en el Auto dictado
al no haber proporcionado al recurrente la asistencia
letrada que había solicitado en diferentes ocasiones, con
las consecuencias de haber resultado perjudicado, sin
posibilidad de ejercer la defensa de sus intereses legí-
timos, según se reconoce en el art. 24 CE. En los casos
en que la asistencia letrada es obligatoria y no existe
causa justificada para negar el nombramiento de los pro-
fesionales correspondientes, no sólo se incide en inde-
fensión formal, sino también material, al causar dicha
inasistencia letrada un evidente perjuicio al recurrente.
En virtud de todo ello termina suplicando se dicte Sen-
tencia en los términos que se recogen en su escrito
de demanda inicial.

9. Mediante providencia de 25 de octubre de 2001,
se señaló para deliberación y votación del presente recur-
so el día 29 del mismo mes y año.
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II. Fundamentos jurídicos

1. El recurrente en amparo dirige su recurso contra
los Autos dictados por la Sala Tercera del Tribunal Supre-
mo, de fechas 25 de mayo de 1998 y 18 de enero
de 1999, que acordaron y confirmaron respectivamente
denegar la solicitud de aquél respecto del nombramiento
de sendos profesionales del turno de oficio, Abogado
y Procurador, para interponer recurso de casación contra
Sentencia dictada por la Sala de lo Contencioso-
Administrativo del Tribunal Superior de Justicia de la
Comunidad Valenciana, al mismo tiempo que decidieron
la caducidad de dicho recurso de casación declarando
desierto el mismo. Entiende el actor que las razones
expuestas por el Tribunal Supremo para adoptar tales
decisiones, que se centran esencialmente en el incum-
plimiento del plazo previsto en el art. 1708.2 de la Ley
de Enjuiciamiento Civil (de aplicación supletoria al recur-
so de casación en el ámbito contencioso-administrativo)
para la formulación de la solicitud de nombramiento de
los profesionales del turno de oficio cuya asistencia se
pide, constituyen una interpretación y aplicación de la
legalidad procesal restrictiva, errónea y desproporciona-
da, que contradice la reiterada doctrina de este Tribunal
al respecto y, por ende, resulta vulneradora del derecho
a obtener tutela judicial efectiva sin indefensión que con-
sagra el art. 24.1 CE, en su concreta vertiente de acceso
a los recursos legalmente establecidos. Y, en efecto, ha
de darse la razón al recurrente sobre tal apreciación,
conforme también interesa el Ministerio Fiscal en las
alegaciones evacuadas en el trámite al efecto previsto
en este proceso constitucional.

2. Este Tribunal ya se ha pronunciado sobre supues-
to similar en sentido estimatorio de la petición de amparo
en la STC 33/1990, de 26 de febrero. Se dijo en aquella
ocasión —y ahora no ha sino de reiterarse— que: «puede
admitirse que el incumplimiento del requisito del plazo
para efectuar la solicitud de justicia gratuita (dentro de
los diez primeros días del término del emplazamiento,
según determina el art. 1708.2 LEC) ocasione la pérdida
de tal beneficio en esa instancia. No es posible, en cam-
bio, considerar compatible con la tutela judicial efectiva
sin indefensión el que dicha falta conlleve, no solamente
la pérdida del citado beneficio, sino la caducidad del
propio recurso de casación, por el hecho de que el actor
no formalizase debidamente el recurso de casación den-
tro de plazo. Y ello porque resultaba razonable que el
actor confiara en una respuesta a dicha solicitud que
le permitiera la formalización del recurso por Procurador
de oficio o bien, en caso denegatorio, por uno de su
libre designación. Dicha expectativa se vio frustrada por-
que la única respuesta del Tribunal fue la declaración
de caducidad del recurso transcurrido ya el término del
emplazamiento».

La simple aplicación de este criterio podría determi-
nar, en el supuesto que nos ocupa, la estimación de
la petición de amparo, de no ser porque, en el presente
caso, la inadmisión por el Tribunal Supremo del recurso
de casación se fundamenta en otro motivo razonado
y razonable, que ni siquiera ha sido objeto de impug-
nación.

3. En efecto, en el Auto de la Sala Tercera del Tri-
bunal Supremo, de 18 de enero de 1999, se incluye,
como justificación del fallo, un fundamento jurídico 3
del siguiente tenor:

«Dicho lo anterior, es conveniente añadir que aunque
se hubiera formalizado el recurso de casación sería inad-
misible —con condena en costas preceptiva— de con-
formidad con lo previsto en el artículo 100.2.a), en rela-
ción con los artículos 93.4 y 96.2, de la LRJCA, pues
impugnada en la instancia la Resolución 640/94, de

13 de diciembre, de la Dirección General de Industria
y Energía de la Consellería de Industria, Comercio y Turis-
mo de la Generalidad Valenciana por la que se requiere
a la Comunidad de Propietarios de la C/ Virgen de las
Nieves, 22 de Burriana (Castellón) para que modifique
la centralización de los contadores de electricidad adap-
tándola al Reglamento Electrotécnico de Baja Tensión,
es lo cierto que en el escrito de preparación del recurso
no solo no se justifica que la infracción de una norma
no emanada de los órganos de la Comunidad Autónoma
haya sido relevante y determinante del fallo de la sen-
tencia sino que ni siquiera se mencionan las normas
que se reputan infringidas, tal y como ha dicho reite-
radamente esta Sala (entre otros muchos Autos de 19
de diciembre de 1997, 26 y 30 de enero, 6 y 20 de
febrero y 30 de noviembre de 1998).»

De modo que, a juicio de la Sección Primera de la
Sala Tercera del Tribunal Supremo, concurre una causa
de inadmisión que no ha sido impugnada en este recurso
de amparo y que justifica, por sí sola, la resolución adop-
tada, dado que en el escrito de preparación del recurso
de casación, como es preceptivo, la recurrente se hallaba
asistida de Abogado y Procurador.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Cons-
titucional, POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN
DE LA NACIÓN ESPAÑOLA,

Ha decidido

Denegar el amparo solicitado.

Publíquese en el «Boletín Oficial del Estado».

Dada en Madrid, a veintinueve de octubre de dos
mil uno.—Carles Viver Pi-Sunyer.—Rafael de Mendizábal
Allende.—Julio Diego González Campos.—Tomás S. Vives
Antón.—Vicente Conde Martín de Hijas.—Guillermo Jimé-
nez Sánchez.—Firmado y rubricado.

22345 Sala Segunda. Sentencia 214/2001, de 29
de octubre de 2001. Recurso de amparo
1274/99. Promovido por don Ángel García
Pleite frente al Auto de la Sala de lo Social
del Tribunal Supremo que desestimó su recur-
so de casación en un litigio sobre tutela de
la libertad sindical.
Supuesto vulneración del derecho a la libertad
sindical: Diferencias salariales que no acredi-
tan una discriminación retributiva por ser
representante sindical.

La Sala Segunda del Tribunal Constitucional, com-
puesta por don Carles Viver Pi-Sunyer, Presidente; don
Rafael de Mendizábal Allende, don Julio Diego González
Campos, don Tomás S. Vives Antón, don Vicente Conde
Martín de Hijas y don Guillermo Jiménez Sánchez, Magis-
trados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 1274/99, promovido
por don Ángel García Pleite, representado por la Pro-
curadora de los Tribunales doña Isabel Cañedo Vega
y bajo la asistencia del Letrado don José Luis Fernández


